
I. Disposiciones generales

TRIBUNAL CONSTITUCIONAL

15176 ACUERDO de 14 de julio de 1980, del Pleno del 
Tribunal Constitucional, por el que se fija la fecha 
en que comenzará a ejercer sus competencias.

El Tribunal Constitucional comenzará a ejercer el próximo 
día 15 del presente mes de julio las competencias que le atribu­
yen la Constitución y la Ley Orgánica 2/1970, de 3 de octubre.

A partir de tal día comenzarán a correr los plazos previstos 
en la citada Ley para interponer los recursos de inconstitucio- 
nalidad o de amparo o promover los conflictos constitucionales, 
cuando las Leyes, disposiciones, resoluciones o actos que origi­
nen el recurso o conflicto fueren anteriores a aquella fecha y 
no hubieren agotado sus efectos.

El Registro General del Tribunal Constitucional estará abier­
to todos los días hábiles, desde las diez a las catorce horas, 
en el paseo de la Habana, números 140-142, de esta villa.

Madrid, 14 de julio de 1980.—El Presidente, Manuel García- 
Pelayo y Alonso.

MINISTERIO DE HACIENDA

15177 ORDEN de 27 de junio de 1980 por la que se pro­
rroga la vigencia de las Ordenes de 21 de junio 
de 1977 y 2 de julio de 1979 sobre cobertura en los 
accidentes que afectan a las personas que intervie­
nen en los trabajos de extinción de los incendios 
forestales.

Ilustrísimo señor:

Las Ordenes de este Ministerio de fecha 21 de junio de 1977, 
7 de julio de 1978 y 2 de julio de 1979 establecieron las normas 
con arreglo a las que el Fondo de Compensación de incendios 
Forestales garantizará el pago de las indemnizaciones corres­
pondientes a- ios accidentes corporales sufridos por aquellas 
personas que con motivo de su participación en los trabajos 
de extinción de los incendios forestales resultaran lesionadas.

Las indicadas nürmas se dictaron con carácter provisional 
hasta tanto se pusiese íntegramente en vigor el sistema ase­
gurador previsto en la Ley 81/1968, de 5 de diciembre, y en el 
Reglamento para su aplicación aprobado por Decreto 3769/1972, 
de 23 de diciembre, con la ‘finalidad de corregir la anómala 
situación de carencia de protección en que se encontraban aque­
llas personas que al cooperar en la lucha contra los incendios 
forestales, de modo voluntario o movilizados por las autorida­
des competentes, resultasen accidentadas.
 En el apartado quinto de la citada Orden ministerial se 

preveía la posibilidad de su prórroga para ejercicios sucesivos, 
y persistiendo en la actualidad la misma situación respecto a 
la implantación del seguro aludido en el anterior párrafo, el 
 Instituto Nacional para la Conservación de la Naturaleza ha 
solicitado la continuación del régimen establecido por la citada 
Orden, si bien acomodando su coste anual a los resultados 
obtenidos durante el periodo de vigencia transcurrido.

En su virtud, visto el acuerdo favorable adoptado por la 
Junta de gobierno del Fondo de Compensación de Incendios 
Forestales, así como el informe que en el mismo sentido ha emi­
tido el Ministerio de Agricultura y de conformidad con la 
propuesta formulada por la Dirección General de Seguros,

Este Ministerio ha tenido a bien disponer:

Primero.—La cobertura de los accidentes corporales sufridos 
por las personas que intervengan en los trabajos de extinción 
de los incendios forestales será garantizada por el Fondo de 
Compensación de Incendios Forestales, con carácter indefinido, 
a partir del día 1 de julio de 1980, con arreglo a las normas 
contenidas en las Ordenes de este Ministerio de 21 de junio 
de 1977 («Boletín Oficial del Estado» de 2 de julio) y 2 de julio 
de 1979 («Boletín Oficial del Estado» del 5), con las modifica­
ciones que se señalan en los siguientes párrafos.

Segundo.—El precio del referido riesgo para el período 1 de 
julio de 1980 a 30 de junio de 1981 será satisfecho por el ICONA 
y su cuantía es la fijada en el estudio confeccionado por la 
Comisión técnica correspondiente, que ha sido informado favo­
rablemente por el Ministerio de Agricultura y cuyo estudio 
queda aprobado con el carácter provisional que establece el 
artículo 103 del Reglamento de Incendios Forestales, aprobado 
por el Decreto 3769/1972, de 23 de diciembre.

Tercero.—El preció del riesgo para los períodos sucesivos se 
calculará en la forma prevista en el. citado artículo 103 del 
Reglamento. Antes de cada período de cobertura ICONA co­
municará a la Dirección General de Seguros si desea dicha 
cobertura y si figura en su presupuesto la consignación corres­
pondiente en cuantía suficiente para satisfacer el precio del 
riesgo.

Cuarto.—La tabla de indemnizaciones por daños personales 
será la que se establece como anexo a la Orden de este Minis­
terio de 2 de julio de 1979.

Quinto.—Se faculta al Director general de Seguros, Presiden­
te del Consorcio de Compensación de Seguros, para dictar las 
normas complementarias que requiera la ejecución y desarrollo 
de la presente Orden.

Lo que comunico a V. I. para su conocimiento y efectos opor­
tunos.
 Madrid, 27 de junio de 1980.—P. D., el Subsecretario de 

Presupuestó y Gasto Público, Miguel Martín Fernández.

Ilmo. Sr. Director general de Seguros, Presidente del Consor­
cio de Compensación de Seguros.

15178 CIRCULAR número 841, de 28 de junio de 1980, de 
la Dirección General de Aduanas e Impuestos Es­
peciales, por la que se dictan normas para la apli­
cación del Acuerdo entre España y la Asociación 
Europea de Libre Comercio.

La experiencia adquirida por las Oficinas de Aduanas en 
la aplicación del Acuerdo entre España y la CEE y la simili­
tud entre las normas y documentación exigidas en relación con 
el origen de las mercancías en ese Acuerdo y en el Acuerdo 
entre España y los países de la Asociación Europea de Libre 
Comercio, de 28 de junio de 1979, así como la redacción deta­
llada del anejo III a este último, aconsejan que para la apli­
cación del Acuerdo España-Países AELC se den a las Oficinas 
de Aduanas instrucciones limitadas a la normativa que difiera 
de la que ya se viene aplicando, con el fin de no repetir las 
normas contenidas en las Circulares 809 y 835 y Oficio Circu­
lar número 418 de este Centro directivo, ya que no se pueden, 
por el momento, aplicar unas disposiciones únicas.

Con el fin, pues, de simplificar la tarea de las Oficinas de 
Aduanas y de los usuarios del comercio internacional,

Esta Dirección General ha acordado dictar las siguientes 
instrucciones:

A) Para la aplicación del anejo III, definición del concepto 
de «productos originarios» y métodos de cooperación admi­
nistrativa, del Acuerdo entre España y los países de la Asocia­
ción Europea de Libre Comercio (AELC), de 26 de junio de 
1979, fundamentalmente respecto a la práctica de los despachos, 
tramitación de los certificados de circulación EUR-1 y EUR-2, 
Comprobación a posteriori de estos documentos, etc., regirán 
las mismas disposiciones que se vienen aplicando respecto al 
Acuerdo España-CEE, recogidas en las Circulares números 809 
y 835 y Oficio Circular número 418 de este Centro directivo, 
excepto en las cuestiones que se regulan seguidamente en la 
presente Circular e indudablemente las disposiciones del Acuer­
do España-Países AELC y particularmente el anejo III citado.

B) Generalidades.
1. Condiciones que deben reunir las mercancías para obte­

ner los beneficios del Acuerdo:

a) Que sean productos originarios de España o de un país 
miembro de la Asociación Europea de Libre Comercio (AELC), 
artículos 1.° al 6.° del anejo III.

b) Que se transporten directamente desde un país miembro 
de la AELC a España o viceversa, conforme el artículo 7.° del 
anejo III.



c) Que se justifique documentalmente el cumplimiento de 
las dos condiciones anteriores, con las excepciones comprendi­
das en el artículo 8.2 del anejo III.

2. Documentación justificativa.
2.1. En cuanto al concepto de «productos originarios».
2.1.1. Caso general.
Se acreditará mediante el certificado de circulación de mer­

cancías EUR-1, reglamentariamente expedido y visado por las 
Aduanas, conforme a lo dispuesto en los artículos 8.°. al 12 del 
anejo III o mediante el procedimiento simplificado previsto en 
el artículo 13.

2.1.2. Casos especiales.
a) Cuando el valor de los envíos, que contengan única­

mente productos originarios, no sea superior a 240.000 pesetas 
se utilizará el formulario EUR-2, cualquiera que sea el medio 
de transporte utilizado.

b) No precisan de justificación documental para gozar de 
los beneficios del Acuerdo, siempre que reúnan los requisitos 
que fija el artículo 8.2 del anejo III:

a') los productos enviados en pequeños paquetes destinados 
a particulares, siempre que su valor no exceda de 16.500 pe­
setas;

b’) los productos que formen parte de. los equipajes de los 
viajeros, siempre que su valor no exceda de 48.000 pesetas.

2.2. En cuanto al transporte directo.
Se justificará mediante el título de transporte único (cono­

cimiento de embarque, carta de porte internacional CMR, etc ), 
expedido en un Estado miembro de la AELC con destino di­
recto a España o viceversa.

3. Aplicación del Acuerdo.
3.1. A los efectos de lo previsto en el apartado 1 del 

anejo II, los derechos arancelarios que deben tomarse en con­
sideración en cada caso para el cálculo de los porcentajes 
de reducción previsto^ en el mismo anejo serán los derechos 
realmente aplicados a terceros países en el momento del de­
vengo o, si son más bajos, los que se aplican en cumplimien­
to de las normas de] GATT.

Las reducciones arancelarias concedidas por España, a de­
terminados países en vías de desarrollo, Decreto número 2676/ 
1973 («Boletín Oficial del Estado» de 31 de octubre), y las apli­
cadas en virtud de lo dispuesto en la parte IV del GATT no se 
considerarán para determinar los derechos realmente -aplicados 
a terceros países.

3.2. A los efectos de la aplicación de lo previsto en el 
apartado 7 y siguientes del anejo P del Acuerdo, que establece 
las reducciones entre España y Portugal, los derechos que 
deben tomarse en consideración en cada caso para el cálculo 
de los porcentajes de reducción previstos serán los derechos 
realmente aplicados a terceros países el 1 de enero de 1978 
o cualquier derecho más bajo aplicado después, incluso los 
derechos temporalmente suspendidos o reducidos, siempre que 
sean los realmente aplicados. Los derechos reducidos aplicados 
a Portugal no serán superiores a los aplicados en un momento 
dado a terceros países con los que no se haya concluido nin­
gún acuerdo de libre comercio.

3.3. El tipo arancelario reducido para viajeros (10 por 100 
para las mercancías cuyo valor no exceda de 10.000 pesetas, 
según el caso 13 de la disposición preliminar primera del Aran­
cel) no será objeto de rebaja alguna para los productos origi­
narios de la AELC por no estar así previsto en el Acuerdo. 
Por tanto, los beneficios señalados en el artículo 8.2 del ane­
jo III sólo se aplicarán, según las partidas arancelarias en que 
normalmente deben clasificarse, a las mercancías que excedan 
de 10.000 pesetas de valor, sin rebasar las 48.000 pesetas, cuan­
do no constituyan expedición comercial y cumplan el resto 
de las Condiciones exigibles: Sin embargo, si los destinatarios 
de tales mercancías con valor igual o inferior a 10.000 pesetas 
renunciasen a la aplicación del tipo reducido del 10 por 100 
y optasen por abonar los derechos con arreglo a la normal 
clasificación arancelaria, se aplicarán los beneficios arancela­
rios que. en los términos del Acuerdo, correspondan a las opor­
tunas partidas o subpartidas.

4. Práctica de los despachos.

4.1. Importación

4.1.1. Plazo de validez de los certificados EUR-1.
El plazo de validez de los certificados es de cuatro meses, 

contados a partir de la fecha de visado por la Aduana de ex­
portación.

El plazo de cuatro meses se contará a partir de la fecha de 
salida da la expedición, que se hará constar por el exportador 
en la casilla 11 del certificado, cuando éste se expida según el 
procedimiento simplificado previsto en el articulo 13 del ane­
jo III.

4.1.2. Se recuerda que el uso del formulario EUR-2 no está 
limitado al tráfico postal, como en el Acuerdo España-CEE.

4.1.3. Cuando se estime oportuno solicitar la comprobación 
de un certificado EUR-l, la Aduana rellenará la casilla «soli­
citud de comprobación» que hay al dorso del certificado y

remitirá una fotocopia de éste (anverso y reverso) a la Aduana 
que lo expidió o que autorizó el procedimiento simplificado o, 
en su defecto, a la Dirección General de Aduanas del país, 
en que se expidió. Se enviará asimismo una fotocopia de la 
factura comercial, si se estima útil, ,y un escrito en el que se 
hagan constar las circunstancias que motivan la solicitud de 

. comprobación.
4.2. Exportación.
4.2.1. Los exportadores que deseen acogerse al procedimien­

to simplificado para la expedición de los certificados EUR-1, al 
estimar que cumplen las condiciones que señala el artículo 13 
del anejo III, lo solicitarán de esta Dirección General.

4.2.2. Se podrá obtener un certificado EUR-1 a posteriori
para las mercancías que se enviaron a una feria o exposición 
a celebrar en un país ño miembro del Acuerdo y que posterior­
mente se importan en un país de la AELC de acuerdo con lo 
establecido en el artículo 15 del anejo III. .

DISPOSICIONES FINALES

Primera.—En las casillas números 4 y 8 de los certifica­
dos EUR-l y formularios EUR-2, respectivamente, se ha de 
especificar el país de origen-.

Segunda.—Respecto a la acreditación del origen de mercan­
cías originarias de terceros países se recuerda la vigencia de 
la Circular número 678, de 28 de abril de 1972. Solamente Suiza, 
Suecia y Austria pueden expedir esos certificados de origen 
(no certificados EUR-1 o formularios EUR-2), en virtud de 
acuerdos bilaterales anteriores entre España y estos países.

Tercera.—En el despacho de automóviles por traslado de 
residencia desde los países de la AELC, Canarias, Ceuta y 
Melilla se aplicarán los derechos reducidos resultantes del 
Acuerdo de 26 de junio de 1979, aun cuando no se presente el 
certificado EUR-1, a condición de que la marca y los antece­
dentes documentales del vehículo acrediten su condición de 
producto originario de uno de los países miembros de la AELC 
y dé que se cumplan las restantes disposiciones sobre la im­
portación de automóviles por traslado de residencia.

DISPOSICIONES TRANSITORIAS

Primera.—Las mercancías que se ajusten a las disposiciones 
del título I. del anejo III (productos originarios y transporte 
direpto) que en la fecha 1 de julio de 1980 están siendo trans­
portadas o permanecen en un país miembro del Acuerdo pen­
dientes de despacho o en un área exenta, se pueden beneficiar 
del Acuerdo si en el plazo de cuatro meses a partir de aquella 
fecha se presenta un certificado EUR-1 expedido con efecto 
retroactivo por las autoridades aduaneras del' país exportador 
y cualquier documento justificativo de las condiciones del 
transporte.

Si en el momento de la solicitud del despacho el interesado 
pretendiese los beneficios del Acuerdo, conforme a la situación 
expuesta, los Administradores podrán acceder provisionalmen­
te a su concesión, previa garantía mediante aval bancario del 
importe de los derechos arancelarios que correspondiesen, dis­
pensando de la presentación de la garantía cuando la cantidad 
sujeta a caución no sobrepasara las 100.000 pesetas.

Segunda.—A la entrada en vigor del Acuerdo entre España 
y los países de la AELC, Suiza cancela el régimen de preferen­
cias generalizadas que aplicaba a los productos españoles, por 
lo que a partir del día 1 de julio de 1980 dejan de producir 
efecto los certificados de origen, formulario A, que se expiden 
para la obtención de esos beneficios.

ENTRADA EN VIGOR

La presente Circular entra en vigor el mismo día que el 
Acuerdo entre España y la Asociación Europea de Libre Co­
mercio, de 26 de junio de 1979.

Lo que comunico a V. S. para su conocimiento y el de los 
Servicios dependientes.

Madrid, 28 de junio de 1980.—El Director general, Antonio 

Rúa Benito.
Sr. Administrador de la Aduana de ...

MINISTERIO DE EDUCACION

15179 ORDEN de 7 de julio de 1980 por la que se desarro­
lla el Real Decreto 2003/1979, de 3 de agosto, que 
regula la incorporación, de la lengua valenciana 
al sistema de enseñanza del País Valenciano.

Ilustrísimos señores:

El Real Decreto 2003/1979, de 3 de agosto, por el que se regula 
la incorporación de la lengua valenciana al sistema de ense­
ñanza en el País Valenciano, autorizó en su disposición final 
segunda al Ministerio de Educación para desarrollar lo esta-


